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Derecho:

Debido proceso y vida digna.
ASUNTO
Asume la Sala el estudio de la acción de tutela que promueve el ciudadano Justo Pastor Rodríguez Marín contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas y la Fiscalía Séptima Seccional de Pereira, para deprecar el amparo de su derecho fundamental al debido proceso en conexidad con la vida digna.
ANTECEDENTES

La petición de amparo.

Expresó el apoderado del actor que el 12 de marzo último formuló denuncia contra Ernesto Muñoz Zuluaga por el punible de estafa ante la Fiscalía Séptima de Pereira y que el ofendido Justo Pastor Rodríguez solo fue citado a entrevista el 14 de septiembre pasado, de manera que han trascurrido más de 8 meses sin que se nombre investigador para el caso y agrega que los hechos son muy claros en su narrativa, consistentes en el negocio realizado sobre un inmueble que se avaluó en noventa millones de pesos, cuando su precio real se reduce a la mitad y asegura que el señor Rodríguez Marín recibió el bien que soportaba una hipoteca por cinco millones que cancelaría el vendedor en el término de un mes, pero no fue así y la cuantía de la hipoteca asciende a $30’000.000, de lo cual él no tenía conocimiento.
De lo consignado seguidamente, se puede deducir que contra el accionante Rodríguez Marín se instauró una acción ejecutiva hipotecaria por parte de Edilberto Pineda Hernández que se radicó en el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, en la que se propuso excepciones frente al mandamiento de pago y que son explicadas por el apoderado. Luego y sin informar acerca del fallo sobre las excepciones, peticiona como medida urgente ordenar la suspensión del remate del inmueble y que la Fiscalía Séptima Seccional proceda a efectuar la imputación de cargos contra los señores Ernesto Muñoz Zuluaga y Jorge Iván Ocampo García y que se decrete el embargo de un inmueble ubicado en el municipio de Dosquebradas de propiedad del señor Muñoz Zuluaga.
La actuación.
Junto con el libelo se acompañó prueba de orden documental, entre la cual se destaca la denuncia formulada el 18 de mayo de 2010 ante la Fiscalía Seccional de Pereira; la sentencia del 10 de agosto de 2010, proferida por el señor Juez 1º Civil Municipal de Dosquebradas, declarando improbadas las excepciones y ordena  seguir adelante la ejecución, también aparece fotocopia del escrito de proposición de excepciones en el ejecutivo y audiencia de conciliación celebrada ante la Cámara de Comercio de Pereira, donde aparece como convocante el actor y convocados el señor Ernesto Muñoz Zuluaga y otras personas
.
Admitida la acción y comunicada a los jurídicamente interesados, el titular del Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, refiriéndose inicialmente a cada uno de los hechos aducidos en la demanda tutelar, detalló el trámite que se imprimió al proceso ejecutivo hipotecario, para destacar que el ejecutado no agotó el recurso de apelación contra el fallo de las excepciones, por lo que pide se declare improcedente la acción ya que no se le ha vulnerado el debido proceso.
A su turno la señora Fiscal Séptima Seccional de Pereira informó que en efecto la denuncia fue formulada y dentro de lo posible, atendida la carga laboral, se han venido desarrollando las actividades propias del plan metodológico, aclara que para llevar adelante dicha investigación no se fija término alguno, sólo el que se establece para la prescripción de la acción. Agregó que conforme con los elementos probatorios se vislumbra la atipicidad de la conducta, ya que todo se concentra en negociaciones condensadas a través de contratos civiles.
Destacó también que conforme a conciliación efectuada entre las partes en la Cámara de comercio, se acepta un incumplimiento civil al no entregar saneado el inmueble, lo mismo que con relación a un vehiculo y que este documento presta mérito ejecutivo, sin que haya hecho uso de ello y solicita no amparar los derechos invocados. Aportó copia de algunos documentos contentivos de la carpeta que se lleva con ocasión de la denuncia formulada por el accionante.
Se pronunció el ciudadano vinculado Edilberto Pineda Hernández para señalar que él como acreedor del señor Jorge Iván Ocampo García, aceptó la hipoteca sobre el inmueble que luego pasó a manos de Justo Pastor Rodríguez, negocio del cual no se le dio conocimiento pese a estar inscrita la garantía real, que el ejecutivo tuvo un trámite normal, el ejecutado tuvo la oportunidad de contestar la demanda asistido por un abogado y el fallo le fue adverso.
Considera que el escrito de tutela no es claro, que allí se consignan algunas inexactitudes y que luego de que él compró el inmueble constituyó la afectación a vivienda familiar que no afectaba la hipoteca ya que era anterior a dicho acto. Agregó que las negociaciones del señor Rodríguez están dentro de lo enmarcado en los negocios mercantiles y que ha incurrido en múltiples errores ajenos a él, ya que si compró un bien hipotecado, no puede ahora eludir el pago.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los presupuestos trazados por los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Se cuestiona por esta vía las actuaciones del señor Juez Primero Civil Municipal de Dosquebradas con ocasión de un proceso ejecutivo hipotecario que afectó al señor Justo Pastor Rodríguez Marín, y de la Fiscalía Séptima Seccional de esta ciudad por el trámite de una denuncia por el delito de estafa que instauró el mismo ciudadano contra Ernesto Muñoz Zuluaga.
SOLUCIÓN

De entrada debe precisar la Corporación que la acción de tutela no es el medio apto ni eficaz para sustituir las competencias ordinarias, tampoco los procedimientos y menos aún alterar la intangibilidad de las decisiones adoptadas por los jueces naturales que gozan de la doble presunción de legalidad y acierto y el principio de seguridad jurídica, aunque es factible que con ellas se penetren las garantía fundamentales y caigan en alguno de los diferentes temas que abarcan la vulneración al debido proceso.

Está decantado que la acción de tutela es un mecanismo excepcional cuando quiera que la misma se promueve contra las providencias de los jueces, siempre y cuando que en ellas se contengan ostensibles defectos constitutivos de causales de procedibilidad que deben ser conjurados frente a la inexistencia de otro medio de defensa judicial.

A esta garantía Constitucional no puede acudirse de manera general, sino con observancia de los requisitos definidos por la jurisprudencia, obsérvese:
“En la sentencia C-590 de 2005
 la Corte Constitucional definió el conjunto de “requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales”, los cuales fueron agrupados en el siguiente orden: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios  -ordinarios y extraordinarios-  de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados; (vi) que no se trate de sentencias de tutela”. 

En igual sentido esa Alta Corporación lo ratificó así:

“La Sala ha sostenido de manera reiterada que, con el fin de respetar la autonomía judicial y no desconocer la intangibilidad de la cosa juzgada, el amparo constitucional contra providencias judiciales tiene carácter excepcional.

“Su viabilidad se ha admitido cuando se constate sin dificultad que la decisión objeto de reproche adolece de algún defecto orgánico, procedimental absoluto, fáctico, material o sustantivo, un error inducido, carece por completo de motivación, desconoce el precedente o viola directamente la Constitución. No obstante, para que el juez constitucional pueda adelantar ese estudio es preciso que previamente confirme que en el caso concreto se cumplen los requisitos genéricos de procedibilidad que habilitan la interposición de la acción,…”. 

Descendiendo al tema que ocupa la atención de la Sala, encontramos que en primer lugar se cuestiona por esta vía la decisión del Juez Primero Civil Municipal de Dosquebradas mediante la cual y con ocasión de una demanda ejecutiva hipotecaria profirió sentencia que ordenó seguir adelante la ejecución contra el señor Justo Pastor Rodríguez Marín y en consecuencia se dispuso el remate del inmueble que soportó la obligación como garantía real, la cual fue adquirida por el hoy ejecutado con ocasión de la compraventa que hizo de dicho bien, por lo que depreca ordenar el cese de la acción civil y el consiguiente remate del inmueble.
La exposición de motivos que inserta en el libelo tutelar, por cierto un tanto ininteligible, va orientada a tratar de desvirtuar los argumentos inmersos en la decisión proferida por el señor Juez Civil Municipal, pero ello en nada se relaciona con una posible vulneración de los derechos fundamentales invocados, si tenemos en cuenta que se trató de un proceso en el que se respetó la instrumentalidad civil, se dio la oportunidad de ejercer el derecho de defensa y su apoderado propuso las excepciones que consideró pertinentes, aunque finalmente no recurrió el fallo que las desestimó, es decir, no cumplió con el presupuesto de residualidad, al no ejercer en la vía ordinaria los recursos que le otorga la ley.

El decantamiento jurisprudencial sobre la utilización de esta acción como mecanismo para tratar de anular decisiones judiciales, enseña que no está autorizado el operador constitucional para inmiscuirse en la órbita funcional del juez ordinario, porque toda decisión judicial está precedida de la doble presunción de legalidad y acierto y entraña el principio de seguridad jurídica, cuya remoción del mundo jurídico sólo podría darse en casos muy excepcionales, ninguno de los cuales aquí se presenta.
En lo que respecta al convencimiento a que llegó el señor Juez civil municipal luego de valorar la carga probatoria para desestimar las excepciones frente al ejecutivo hipotecario, ello hace parte de su facultad reglada y no tiene asidero modificar aquella postura sino mediante los recursos ordinarios –que no fueron agotados-, de manera que la tutela no está llamada a prosperar, en tratándose de que tal autonomía está dada a partir de la Carta Política, cuyo cánon 230 determina que para administrar justicia, el operador sólo estará sometido al imperio de la ley, además de que, como ya se advirtió, quien representa los intereses del señor Rodríguez Marín en el proceso civil, tuvo la oportunidad de ejercer el derecho de impugnación contra una decisión determinante como lo fue la sentencia que dispuso llevar adelante la ejecución y al haber omitido hacerlo cerró las puertas para invocar exitosamente el amparo del artículo 86 Constitucional.
Aspectos relacionados con los diferentes contratos civiles y negocios comerciales que realizó el señor Justo Pastor Rodríguez, son situaciones que escapan a la esfera del control constitucional, porque para ello están instituidos los respectivos jueces ordinarios, acorde con las reglas que regulan aquella actividad de las personas. La Sala no conviene en entrar en detalles sobre los hechos ni formular un juicio de valor sobre ellos o respecto de la forma en que se desarrollaron los contratos y la actuación personal de los contratantes, porque ello corresponde a los funcionarios establecidos por la Constitución y la ley con esa finalidad, como lo sería en este caso los jueces civiles.
Como segundo aspecto, refiere que existe lentitud en el trámite de una denuncia que formuló el mismo señor Rodríguez Marín contra Ernesto Muñoz Zuluaga, en virtud de unos hechos posiblemente constitutivos del delito de estafa, ante lo cual se acciona contra la Fiscalía Séptima Seccional de Pereira, de la que pide formule la imputación respectiva por esa conducta punible e incluso llega a solicitar una medida cautelar sobre un inmueble de propiedad de su denunciado.

A este respecto, conviene recordar lo expresado por la Fiscal demandada, quien por su condición de servidora pública se parte del supuesto de que está diciendo la verdad y además no existe ningún elemento de juicio que señale lo contrario. La representante de la Fiscalía ciertamente ha manifestado que tiene una excesiva carga laboral, lo cual le ha impedido agilizar el asunto a que se refiere el señor Rodríguez Marín, pero que se han venido desarrollando actividades del programa metodológico con las cuales se aleja la posibilidad de formular una imputación porque los elementos probatorios recaudados tienden a indicar que la conducta denunciada no es constitutiva de infracción a la ley penal. También ha expresado que como consecuencia de las diversas transacciones celebradas entre las partes que figuran en el proceso civil, igualmente se ha llevado a cabo entre las mismas una audiencia de conciliación que resultó exitosa y la cual presta mérito ejecutivo.
En virtud de los principios de autonomía e independencia de la actividad jurisdiccional, este cuerpo Colegiado no estaría facultado para imponer a la Fiscalía la obligación de formular imputación como lo pide el aquí demandante, a no ser que se evidencie la existencia de los presupuestos legalmente previstos para ese efecto y que sin embargo el funcionario omita tomar dicha determinación, con lo cual estaría afectando el debido proceso o los derechos de las partes, pero esta situación no surge del material probatorio acá recogido, por lo que tampoco resulta preciso declarar la vulneración de algún derecho fundamental.

No obstante, esta Colegiatura observa que la titular de la persecución penal lleva aproximadamente ocho meses de haber recibido la denuncia, sin que hasta ahora se haya dispuesto la apertura del proceso o el archivo de las diligencias, con el prurito de que para llevar adelante la investigación no se ha señalado término fijo, sino el que se establece para la prescripción de la acción penal, lo cual riñe con los principios de celeridad y razonabilidad, en tanto al afectado también le asiste el derecho de que se haga claridad con prontitud acerca de la queja que ha formulado.
Por consiguiente, si bien no se advierte mérito suficiente para ordenar que la Fiscalía inicie formalmente en este momento la investigación, sí es necesario advertirle que en un plazo razonable debe pronunciarse de fondo acerca de la suerte de la denuncia formulada por el señor Rodríguez Marín, quien estaría facultado para poner nuevamente en funcionamiento el mecanismo constitucional en contra de ese despacho, en el evento de no acatarse esta advertencia.
Finalmente, se advierte equivocado el proceder del representante del demandante al deprecar el embargo de un inmueble, toda vez que la vía constitucional no es la adecuada para disponer este tipo de decisiones precautorias dentro de los procesos que se tramitan en la jurisdicción ordinaria, porque precisamente esta actividad es propia del juez natural en cada caso particular y en la medida en que se demuestren los presupuestos que impone la ley para proceder de esa manera. Si la señora Fiscal no ha accedido a esta solicitud es porque no se han dado las condiciones, precisamente por ausencia de elementos de juicio suficientes, como bien ella lo manifestó  el memorial contestatorio de la demanda tutelar.
A manera de recapitulación, la Corporación advierte que el actor no precisa una crítica concreta por defecto fáctico alguno contra la sentencia dictada en el proceso ejecutivo, ni cuestiona error en la aplicación de la ley o equivocada interpretación fáctica del operador jurídico, tampoco contra la misma interpuso el recurso de apelación previsto en la normatividad procesal civil como medio ordinario de defensa, y adicional a lo anterior, todo el asunto se concentra en un litigio de orden patrimonial que no tiene la entidad suficiente como para afectar el mínimo vital del actor de tal suerte que imponga la necesaria intervención del juez constitucional, porque no se avizora perjuicio irremediable.
Los argumentos esgrimidos permiten a la Sala arribar a la conclusión de que la acción deviene improcedente, como quiera que no surge aquella pretendida vulneración de los derechos fundamentales reclamados, por lo que habrá de negarse tal protección.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Negar por improcedente la protección de los derechos fundamentales invocados por el ciudadano Justo Pastor Rodríguez Marín.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Tercero: Remitir copia de esta sentencia a la titular de la Fiscalía Séptima Seccional de Pereira, para que se sirva tomar nota de la advertencia aquí consignada.
Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









   Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
   JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado
 


   Secretario
� Ver folios 9 a 75.


�  En esta sentencia la Corte declaró inexequible la expresión  “ni acción”, que hace parte del artículo 185 de la Ley 906 de 2004.


� C.S.J. Sentencia T-47.149 de 13 de abril de 2010 – MP. José Leonidas Bustos Martínez.


� Sentencia T-47.062 de 17 de junio de 2010 – MP Augusto J. Ibáñez Guzmán
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